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El gradual debilitamiento de las cuentas fiscales, con un
déficit que se mantiene alto y una deuda que se acerca
al nivel prudencial (45% del PIB) debería captar la
atención del mundo político. Con un crecimiento ten-

dencial en torno al 2%, Chile no tiene capacidad de sostener los
niveles de gasto actuales. La facilidad con que se avanzó en un
reajuste del sector público muy por sobre el nivel de inflación
—un 4,9% más muchos otros beneficios— es señal de un des-
cuido por este tema que se reflejará en el balance público.

Pero existen diversas ocasiones en que iniciativas públicas
no necesariamente se reflejan en las cuentas fiscales. En el de-
bate económico, esto se ha traducido en cuestionamientos res-
pecto de, por ejemplo, lo que se consideran partidas de gasto
que van “bajo la línea”, a pro-
pósito de pasivos que artificial-
mente no son asignados al go-
bierno central. Por cierto, el
Fondo Monetario Internacio-
nal ha desarrollado definicio-
nes y protocolos para contabi-
lizar correctamente las obligaciones del Estado. Sin embargo,
la creatividad contable se ha extendido, contraponiéndose con
lo que se consideran prácticas responsables en materias presu-
puestarias.

Un ejemplo lo describe el último informe del Consejo Fis-
cal Autónomo (CFA) sobre el Crédito con Aval del Estado
(CAE). Las alertas del CFA son variadas para uno de los pilares
del financiamiento para estudiantes de educación superior, el
que solo en el período 2019-2023 ha significado la compra de
créditos CAE por parte del Estado equivalentes a US$ 2.665,9
millones.

El texto concluye que los registros contables del fisco no
han reflejado de manera adecuada los impactos del CAE, con
errores en la asignación de partidas que han significado tanto
sobreestimar los ingresos del Estado como subestimar los gas-
tos. El efecto sobre el balance fiscal de estas deficiencias se esti-
ma en 0,1% del PIB.

El CFA también levanta una alerta respecto de la posible
existencia de “un monto considerable de créditos incobrables
en poder del fisco que no han sido reconocidos como tales”.

Esta grave situación podría esconder significativas cantidades
que deberían sumarse al gasto público. De ahí el llamado a la
Dirección de Presupuestos a revisar instrumentos de pruden-
cia fiscal y desarrollar una estrategia de transición para evitar
que el registro de aquellas golpee repentinamente un ejercicio
presupuestario. Las consecuencias macroeconómicas de esta
posibilidad exigen atención inmediata. El informe además de-
manda una mayor disponibilidad de información sobre el
CAE. Esta debería considerar reportes periódicos de indicado-
res conducentes a tener un diagnóstico del tamaño de las obli-
gaciones financieras del fisco, incluyendo la cuantificación del
riesgo de pasivos futuros por una mayor demanda de créditos,
aumentos en los aranceles financiados y un crecimiento de la

incobrabilidad. 
Frente al listado de grue-

sas fallas contables y de trans-
parencia dentro del fisco deta-
lladas por el CFA, sorprende la
temeridad con que el Gobierno
ha planteado un modelo para

reemplazar el CAE. Sin la capacidad para analizar el sistema
actual, parece difícil diseñar y debatir alternativas.

Todo esto tiene amplias implicancias. Una directa e inme-
diata es la previsional, particularmente en la idea de constituir
un Fondo Solidario financiado con recursos públicos y aportes
de los contribuyentes descritos como un “préstamo”. 

En primer lugar, preocupa el análisis del segundo informe
del Comité Técnico en el tema de pensiones que plantea que la
cantidad de recursos fiscales requeridos para que dicho fondo
sea sustentable “está por sobre el espacio fiscal”. Avanzar en
un modelo sin financiamiento de largo plazo no parece reco-
mendable. Segundo, y también respecto del fondo, la utiliza-
ción de estructuras para evitar sincerar el tamaño de los pasi-
vos fiscales debe ser una práctica a erradicarse. Si la propuesta
previsional incluye forzar inversiones en algún tipo de deuda
con aval público, lo más responsable es hacerlo en instrumen-
tos de deuda propiamente tal. Justificar lo contrario por el
eventual impacto sobre las cifras de deuda pública no es solo
injusto para la población, sino una extensión de la creatividad
contable que critica el CAF.

La utilización de estructuras para evitar

sincerar el tamaño de los pasivos fiscales debe

ser una práctica a erradicarse. 

Sinceramiento de cuentas fiscales

Uno de los fenómenos sociales que más han impacta-
do en el perfil demográfico de las sociedades mo-
dernas en los últimos años ha sido el de la migra-
ción producto de las guerras, la persecución políti-

ca, la falta de perspectivas económicas y la inseguridad. Amé-
rica Latina no ha estado ajena. Si antes fue el éxodo cubano, hoy
lo es —principalmente— el venezolano. Chile —por su situa-
ción comparativamente más favorable en términos económi-
cos— ha sido el destino para miles de personas que buscan
mejores oportunidades, convirtiendo a la inmigración en un
asunto de debate público y preocupación ciudadana. 

Eso explica que la encuesta Bicentenario UC comenzara a
incluir un módulo de preguntas al respecto a fines de la década
pasada, evidenciando que, ya
en 2018, el 75% percibía que la
cantidad de inmigrantes en el
país era excesiva. Hoy esa cifra
se eleva al 88%, sin que se haya
logrado articular una política
pública que logre terminar con
las entradas ilegales y permita
ingresos ordenados y selecti-
vos. Muestra del mal manejo han sido las confusas señales del
Gobierno a propósito del proceso de empadronamiento biomé-
trico realizado entre 2023 y principios de este año: luego de ne-
gar repetidas veces las autoridades que este fuera a estar vincu-
lado con una “regularización masiva” de personas ingresadas
ilegalmente, se ha terminado anunciando precisamente aquello,
bajo el eufemismo de “regularización acotada”. Esto último, por
cuanto se demandaría arraigo familiar o laboral e inexistencia de
antecedentes penales, cuestiones que parecen de sentido co-
mún, pero que no restan masividad a un proceso para el que
serían candidatos más de 180 mil empadronados. Consecuencia
de esas confusas señales fue el caos desatado el lunes a propósito
de una jornada de enrolamiento efectuada por el Registro Civil,
que los concurrentes creyeron equivocadamente les serviría pa-
ra empadronarse. A la vista de aquello, es difícil que las políticas
migratorias del Gobierno tengan la credibilidad para evitar que
la referida regularización genere un efecto llamada que termine

incentivando más entradas ilegales.
En este contexto, son los impactos en la seguridad pública

la mayor preocupación de la ciudadanía. Esta, si bien identifica
a la inmigración como una de las causas del aumento de la de-
lincuencia (Bicentenario UC 2023), favorece que los inmigran-
tes, con sus respectivos permisos legales al día, tengan los mis-
mos derechos de acceso a los servicios básicos que los chilenos.
Esta disposición se manifiesta también en que el 59% dice tener
una excelente o buena relación con extranjeros, y el 73% declara
no haber tenido malas experiencias y reconoce tener un contac-
to cotidiano con extranjeros tanto en la vida laboral como social.

Uno de los datos que pueden interpretarse como una señal
preocupante es que el 19% de los extranjeros afirma que en los

últimos 12 meses ha sido “ame-
nazado o maltratado” en una
proporción mayor que los chi-
lenos (10%), lo que puede signi-
ficar un cierto deterioro en las
relaciones sociales. Llama la
atención también un alza en la
declaración —45%— de que
los extranjeros limitan las op-

ciones laborales de los chilenos. A ello se agrega la visión de que
existiría un gran conflicto entre chilenos e inmigrantes —70%—
que, si bien observa una baja significativa respecto del año ante-
rior, sigue ubicándose entre los más altos porcentajes de percep-
ción de conflicto, comparables con el referido al Estado chileno y
los mapuches (71%) y entre gobierno y oposición (79%).

La baja tasa de natalidad del país anticipa serios proble-
mas demográficos a mediano plazo, lo que implica que
—para retomar niveles de crecimiento que permitan un pro-
greso sostenido— el país deberá contar con una vasta pobla-
ción activa, compuesta tanto por chilenos como por extran-
jeros. Ello obliga al diseño de una legislación que permita un
ingreso normado, ordenado y selectivo. La encuesta Bicen-
tenario UC evidencia que la disposición de la sociedad chile-
na se inclina hacia una inmigración acotada y legalizada,
manifestando su preocupación por los desbordados ingre-
sos ilegales y sus consecuencias.

La encuesta da cuenta de una ciudadanía

preocupada por el desborde migratorio, pero

abierta a reconocer los derechos de quienes se

mantienen en la legalidad.

Los chilenos y la inmigración

El “derecho a la
salud” es en verdad
un “derecho a aten-
ción sanitaria opor-
tuna y de calidad”,
tanto preventiva
como curativamen-
te, aunque es co-
mún que se utilice
la primera de esas
denominaciones.
No se trata de cual-
quier derecho, sino de uno de los que
han sido declarados como “derechos
fundamentales” por la mayoría de los
ordenamientos jurídicos nacionales y
por el derecho internacional.

Lo anterior es de conoci-
miento común, lo mismo que
la ubicación de aquel derecho
entre los derechos sociales.
Hay también derechos fun-
damentales de otro tipo
—por ejemplo, civiles, políticos—, y
uno de sus rasgos sobresalientes es la
titularidad universal de tales dere-
chos, que por eso se consideran “fun-
damentales”. Los derechos civiles li-
mitan el poder, mientras que los polí-
ticos fueron más lejos y consiguieron
participar en el origen y ejercicio del
poder. Los derechos sociales escala-
ron aún más, transformándose en exi-
gencias de prestaciones básicas que
deben ser satisfechas por cualquiera
que ejerza el poder, en concurrencia o
no con organizaciones privadas que
apunten a la obtención de dichas pres-
taciones. Así, casi nadie duda de que la
existencia de un sistema público de sa-

lud en el que cotizaran todos puede ir
acompañada de actores privados que
obtienen beneficios para sí, aunque
sin que por ello estos últimos se com-
porten como una simple industria
destinada únicamente a obtener y dis-
tribuir utilidades entre los inversio-
nistas.

Tratándose de un derecho social
como el de atención sanitaria y otros,
que exigen presencia del Estado, ellos
son compatibles con agentes privados
interesados en sus ganancias, pero
—y si se trata de esa clase de derechos
fundamentales— lo cierto es que no
puede faltar un componente de soli-

daridad entre distintas generaciones,
entre hombres y mujeres, y también
entre muy ricos, ricos, pobres, y muy
pobres. No todo en las sociedades en
que vivimos puede consistir en rela-
ciones de intercambio y de competen-
cia, omitiendo los indispensables vín-
culos solidarios que se requieren. Una
sociedad insolidaria es una sociedad
humanamente empobrecida y que ve
dañado, en los hechos, el ejercicio
efectivo de las libertades que se decla-
ran en los textos constitucionales.

Los agentes privados que atien-
den el derecho a la salud, así se trate de
una minoría de usuarios como es el ca-
so chileno, cometieron el grave error

de pensar solo en sus ganancias, ade-
más de incurrir en abusos que tuvie-
ron que ser corregidos por la vía judi-
cial, y esto durante los muchos años
en que esos mismos agentes, como
también los de carácter político, no tu-
vieron la visión ni la entereza que se
requerían para sustraerse al lobby, las
presiones y el lucro excesivo de los
grupos que se rehusaron a impulsar
nuevas decisiones legislativas, sin in-
mutarse por lo que ocurría por largo
tiempo. Resulta también absurdo que
se culpe a la judicialización por lo ocu-
rrido ahora con los plazos y montos de
las devoluciones, porque, ¿qué hace

un acreedor al que le cobran
en exceso y el deudor se niega
durante años al pago de lo
adeudado? 

Hoy estamos en el pro-
blema de las devoluciones de
las isapres por prolongados

cobros indebidos. Ya no se trata solo
de reclamar el derecho a la salud, sino,
menos que eso, de que se reintegre lo
que por largo tiempo se cobró en exce-
so. Que se haya votado una ley parche
en medio del apresuramiento, lobby y
presiones que se desplegaron con el
anuncio de que las isapres irían a la
quiebra, es algo que se negocia en este
momento por el Estado y los propios
agentes privados de salud, y la pre-
gunta es si continuaremos dando la
espalda a la solidaridad y retardando
quién sabe hasta cuándo una legisla-
ción de salud en forma.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Se dejaron estar

Ya no se trata solo de reclamar el derecho a la

salud, sino, menos que eso, de que se reintegre

lo que por largo tiempo se cobró en exceso. 

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Agustín Squella

La exigencia de un “enfoque
de género” en la evaluación am-
biental del mall de Cencosud en
Vitacura ha generado justificada
polémica. En las observaciones
emitidas por la dirección de la
Región Metropolitana del Servi-
cio de Evaluación Ambiental
(SEA) al informe presentado por
la empresa, se establece que el ti-
tular del proyecto no incorporó
una perspectiva de género en su
análisis, así como tampoco ha-
bría considerado debidamente
la inclusión de grupos humanos
pertenecientes a pueblos indí-
genas. Esto último, a propósito
de las demandas de una comuni-
d a d m a p u c h e
f o r m a d a e n
1999 en la veci-
na comuna de
Huechuraba.

Como bien
estableció el di-
rector del Servi-
cio en carta a “El
Mercur io ” , l a
normativa exige
que el análisis
de los impactos
de un proyecto
distinga los potenciales efectos
de la construcción y operación de
la iniciativa sobre la población
relevante en la respectiva área.
Por ello, la referencia respecto de
la representatividad de hombres
y mujeres en las encuestas que se
realizaron para el estudio pre-
sentado es un punto técnico que,
de ser correcto, debería ser ade-
cuadamente incorporado por la
empresa.

Es importante, sin embar-

go, distinguir entre la necesaria
representatividad de la muestra
con que se realizan los estudios
de impacto ambiental y el lla-
mado “enfoque de género”, cu-
yo alcance es desconocido. No
debe ser la incorporación de in-
formación sobre grupos especí-
ficos el criterio a considerar pa-
ra efectos de aprobar un infor-
me, sino el adecuado análisis
respecto de aquellos grupos re-
levantes de la población sobre
los que se produzcan los impac-
tos. En algunos casos podrán
ser mujeres, en otros jóvenes o
pueblos originarios, y en otros
simplemente la población gene-

ral. Es por ello
que, por ejem-
plo, la referen-
c i a a “ g r u p o s
humanos per-
t e n e c i e n t e s a
pueblos indíge-
nas” parece en
este caso muy
dudosa.

La relevan-
cia del SEA en la
aprobación de
proyectos de in-

versión como este es central, y
por ello resulta necesario que los
criterios de decisión de la insti-
tucionalidad sean no solo claros
y conocidos, sino también juicio-
sos. Cuando se introducen con-
sideraciones alejadas de la reali-
dad y que parecen más bien gui-
ños ideológicos, los costos para
la sociedad, reflejados en meno-
res inversiones, superan a todas
luces los escasos beneficios que
se pretende obtener.

El criterio a considerar

ha de ser el adecuado

análisis respecto de

aquellos grupos sobre los

que efectivamente se

produzcan impactos

relevantes.

Enfoque de género 
en centro comercial

AP VoteCast fue una encuesta reali-
zada, con aparente rigor metódico, en
120.000 personas representativas de
la población de Estados Unidos de
N o r t e a m é r i c a ,
tanto en español
como en i ng l é s ,
con una finalidad
interesante: deter-
minar si la tenen-
cia de mascotas,
perros y gatos, po-
dría asociarse con
preferencias elec-
torales.

Los resultados
dan material para
reflexionar. Aun-
que, como es habi-
tual en estudios de
este tipo, puede tratarse solo de corre-
laciones y no de causalidades, se ob-
servó que votantes hombres poseedo-
res de perros favorecieron a Donald
Trump en la última elección. Mujeres
con gatos, en cambio, prefirieron a Ka-
mala Harris.

Seis de diez votantes autoidentifica-
dos como masculinos pertenecen al

Partido Republicano y son poseedores
de mascotas, perros o gatos, pero los
“dog lovers” predominan. Y votaron
mayoritariamente por Trump.

En realidad, mu-
chas afirmaciones
públicas de las can-
didaturas durante
la campaña pudie-
ron ser relevantes.
Trump acusó a in-
migrantes de ser
devoradores de pe-
rros. El aspirante a
vicepresidente des-
calificó a mujeres
sin niños diciendo
que los reemplaza-
ban por gatos.

Aunque esta tri-
via puede ser eso, solamente trivia,
quizá estimule investigaciones sobre
psicología colectiva, pertenencia a
grupos políticos y relación con los
animales. Al menos es lo que Critilo
piensa.

D Í A  A  D Í A

“Dog lovers” votaron por Trump

ANDRENIO

D U E L E  A  T O D O  N I V E L

—Si no se arregla ese problema con los anestesistas, nos vamos a quedar
sin camas clínicas.
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